
P O N E N C I A S

funciones públicas, cuando ellas comporten la in-
observancia o incumplimiento de los deberes fun-
cionales a las que se encuentran sometidos.

De esa manera, la tradición jurídica colombia-
na ha dado cuenta de la imperiosa necesidad de 
mantener un estatuto de disciplina para todos los 
agentes que actúen a nombre del Estado. En efec-
to, el siguiente barrido histórico, en donde aparece 
como protagonista institucional la Procuraduría 
General de la Nación, así lo corrobora:

a) Decreto número 2898 de 1923: En el artículo 
5º de este decreto se consagró la facultad sanciona-
dora de la Procuraduría General de la Nación. En 
virtud de dicha norma, se podían imponer multas 
económicas a los funcionarios o se podía solicitar 
la destitución de su cargo a la entidad nominadora, 
quien dentro de los 10 días siguientes al concepto 
de la Procuraduría General debía apartar del cargo 
al funcionario so pena de incurrir en sanciones por 
negligencia;

b) Decreto número 1698 de 1964: este decreto 
facultó a la Procuraduría General de la Nación en 
el artículo 76, para que sancionara en primera ins-
tancia a los Agentes del Ministerio Público. Las 
sanciones disciplinarias podían ser entre la amo-
nestación escrita y la destitución del cargo junto 
con una nota de mala conducta que impedía al 
funcionario sancionado volver a ejercer cualquier 
cargo en la administración de justicia (artículos 44 
y 48);

c) Decreto Extraordinario número 250 de 
1970[1][1]: En el artículo 107 de este Estatuto 
se estableció la competencia de la Procuraduría 
General de la Nación para investigar y sancionar 
disciplinariamente a los empleados públicos, los 
agentes del Ministerio Público o empleados de ca-
rrera de la Fiscalía. En los artículos 94 al 96 se 
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1. INTRODUCCIÓN
Uno de los aspectos fundamentales de un Esta-

do Social de Derecho como el nuestro es el efecti-
vo control al que deben estar sometidos tanto parti-
culares como los agentes que actúan a nombre del 
propio Estado. De ahí la importancia del derecho 
sancionador, el cual se traduce en el instrumento 
más acorde para contrarrestar las acciones u omi-

esenciales del Estado y contra el funcionamiento 
de las autoridades que lo representan.

En tal forma, dentro de las diferentes manifes-
taciones del derecho sancionador se encuentra el 
derecho disciplinario, el cual corresponde al con-
junto de principios y reglas por medio de las cuales 
se analizan, investigan y juzgan las conductas de 
los servidores públicos o particulares que ejerzan 
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establecieron las faltas disciplinarias en las que 
podían incurrir los empleados y en el artículo 97 
se señalaron las sanciones respectivas, en donde se 
contempló la destitución del cargo;

d) Decreto número 251 de 1971: Este decreto 
señaló la competencia del Procurador General de 
la Nación para investigar y sancionar a sus propios 
funcionarios;

e) Ley 25 de 1974: Este decreto dio faculta-
des sancionatorias a la Procuraduría General de la 
Nación; podía aplicar las sanciones o pedir que la 
entidad correspondiente las aplicara; igualmente 
le daba la facultad a la Viceprocuraduría para que 
vigilara que las sanciones que ella solicitaba se im-
pusieran y se cumplieran (artículos 4°, numerales 
3, 7°; numerales 2 y 8°). En el artículo 14 de esta 
ley se habla de las sanciones disciplinarias que la 
Procuraduría General de la Nación podía imponer 
a los funcionarios públicos. La solicitud de destitu-
ción era de obligatorio cumplimiento por parte del 
nominador. Por otra parte, el artículo 26 de la Ley 
25 de 1974 daba la competencia a la Procuraduría 
General de la Nación de investigar a funcionarios 
de la Rama Ejecutiva y contralorías, entre los cua-
les se encontraba como sujeto a la jurisdicción de 
la Procuraduría el alcalde de Bogotá;

f) Decreto número 1660 de 1978: En los artícu- 
los 165 a 168 se regularon las faltas en las que po-
día incurrir un funcionario de la administración 
de justicia y sus graduaciones; del artículo 169 al 
177 se describieron las sanciones a imponer, man-
teniendo como máxima sanción la destitución del 
cargo. El Procurador General de la Nación sería el 
competente para investigar en única instancia de 
los procesos disciplinarios contra el Viceprocura-
dor General, el Procurador Auxiliar, el Secretario 
General y los Procuradores Agrarios; en primera 
instancia, de los seguidos contra los Procuradores 
Delegados y Regionales, los Fiscales de Juzgado y 
en segunda instancia de los adelantados contra los 
demás funcionarios y empleados de la Procuradu-
ría General (artículo 190);

g) Ley 13 de 1984: Por medio de esta ley se 
establecieron normas que regularon la adminis-
tración del personal civil y demás servidores que 
prestan sus servicios en la Rama Ejecutiva del Po-
der Público en lo nacional y se dictaron disposi-
ciones sobre el régimen de Carrera Administrativa. 
Así, en el artículo 15 se consagraron las faltas por 
las cuales la Procuraduría General de la Nación 
podía destituir a funcionarios públicos; así mismo, 
el artículo 17 de dicha ley señaló que la destitución 
acarreaba la inhabilidad que era de 1 a 5 años;

h) Ley 4ª de 1990: En el artículo 2º de esta ley 
se establecieron las funciones del Procurador Ge-
neral dela Nación, entre ellas conocer en primera 
instancia de los procesos disciplinarios en contra 
del Viceprocurador General de la Nación y los Fis-
cales del Consejo de Estado y de los Tribunales; y 
en segunda, la de los funcionarios y empleados de 
su Despacho y de la Viceprocuraduría.

La anterior enumeración normativa y otras le-
yes de similar naturaleza que asignaron durante 
años la potestad sancionatoria a otras entidades,[2]
[2] además de corroborar la imprescindible utiliza-
ción de un instrumento de disciplina por parte del 

en un solo Estatuto el Régimen General de los Ser-
vidores Públicos. En efecto y después de la expe-
dición de la Constitución Política de Colombia de 

200 de 1995, por medio de la cual se adoptó el Có-
digo Disciplinario Único, cuyo fundamento cons-
titucional fue la facultad sancionatoria establecida 
en los artículos 6°, 122, 209 y 277, entre otros, del 
ordenamiento superior.

En la actualidad, en Colombia rige la Ley 734 
de 2002, por medio de la cual se expidió el Có-
digo Disciplinario Único,[3][3] estatuto de disci-
plina que surgió ante la inocultable necesidad de 
mejorar lo que se había hecho en la Ley 200 de 
1995. En efecto, se amplió el catálogo de las faltas 
disciplinarias, se adoptaron unas sanciones mucho 

-
ciencia administrativa, se mejoró ostensiblemente 
las reglas del procedimiento y muy especialmente 
se desarrollaron varios conceptos que posibilitaron 
la independencia y autonomía del derecho disci-
plinario frente a otras expresiones del derecho san-
cionador.

Pese a todo lo anterior, el transcurso del tiempo 
también determinó que era procedente efectuar al-
gunos ajustes a la Ley 734 de 2002, pues los siste-
mas normativos cada vez deben ser más cercanos 
a la realidad de la vida jurídica y social del país. 
Sin duda, esta realidad se convirtió, desde hace un 
tiempo relativamente reciente, en un reclamo de 
diferentes sectores de la Sociedad y de la comuni-
dad, quienes coincidieron en la conveniencia y ne-
cesidad de ajustar el estatuto de disciplina a unos 
estándares mínimos, relacionados con normas 

-
nadas y, muy especialmente, introduciendo reglas 
que tendieran a maximizar las garantías y los dere-
chos fundamentales de quien debía ser investigado 
disciplinariamente, bien como servidor público o 
como particular que ejerciera funciones públicas.

De ahí la importancia y la profundidad de los 
cambios que se pretenden introducir con el trámi-
te del presente proyecto de ley, el cual apuntó a 
reformular los principales aspectos sustanciales y 
procesales del derecho disciplinario.

En cuanto a los aspectos sustanciales, los temas 
objeto de cambios fueron los siguientes:

a) La reorganización, complementación y adi-
ción de los principios mínimos que debe regir el 
derecho disciplinario;

b) La culpabilidad disciplinaria;
c) La prescripción disciplinaria;
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d) La organización y ajuste de las faltas graví-
simas y la creación de otros comportamientos típi-
cos de esta naturaleza;

-
ciplinarias;

f) La aplicación del principio de favorabilidad.
Y respecto de los temas procesales, los cambios 

consistieron en los siguientes:
a) La doble instancia para los aforados;
b) La adopción de un procedimiento disciplina-

rio único;

como consecuencia del cambio del procedimiento;
d) La creación de un régimen probatorio propio 

para el derecho disciplinario;

De esa manera, la presente ponencia pretende 
explicar muy sumariamente en qué consistieron 
cada uno de los cambios. 

2. EN CUANTO A LOS TEMAS SUSTAN-
CIALES

2.1 Reorganización, complementación y adi-
ción de los principios mínimos que debe regir el 
derecho disciplinario.

El proyecto reorganiza, complementa y adicio-
na los principios mínimos que debe regir el dere-
cho disciplinario. Al respecto, se destacan por su 
novedad los siguientes:

• El principio que reconoce el respeto por la 
dignidad de la persona humana, habida cuenta de 
su inobjetable importancia dentro del Estado So-
cial de Derecho y del lugar preponderante que en 
materia internacional se ha dado a los Derechos 
Humanos.

• Los de especialidad y subsidiariedad, en rela-
ción con la tipicidad disciplinaria, en el sentido de 
acudir a los tipos de la ley penal siempre y cuando 
la conducta no se adecue especialmente a los tipos 
disciplinarios.

• El de la ilicitud sustancial, que si bien no su-
frió ningún cambio en cuanto a su concepción, su 

conceptual, la cual es acorde con el desarrollo de 
la jurisprudencia y aportes de la doctrina en los 
últimos años.

• El de investigación integral, que si bien es un 
principio del derecho disciplinario de él se extra-
ñaba alguna mención.

• El de derecho a la defensa, en donde clara-
mente se introdujo un cambio necesario, como lo 
es el de la obligatoriedad de que el disciplinado 
esté asistido de un defensor en la etapa de juzga-
miento.

• El del derecho de los sujetos procesales a que 
se les entregue de manera gratuita copia simple o 

reproducción de los autos interlocutorios, del auto 
de citación a audiencia y formulación de cargos y 

• El de congruencia que, al igual que el de in-
vestigación integral, nada se decía en las normas 
rectoras del Código Disciplinario, pese a la obvie-
dad de su ineludible aplicación, omisión que podía 
generar la adopción de decisiones incorrectas. Este 

-
plinado solo pueda ser declarado responsable por 
hechos o faltas disciplinarias que consten en la for-
mulación de cargos, sin perjuicio de la posibilidad 
de su variación.

• El de la cláusula de exclusión probatoria, re-
ferida a aquella prueba obtenida con violación de 
los derechos y garantías fundamentales. Su obje-
tivo es que se expulse por regla general la prue-
ba obtenida de manera ilícita, pero señalando las 
excepciones, como lo son los casos de fuente in-
dependiente, vínculo atenuado, el descubrimiento 
inevitable y los demás que establezca la ley.

2.2 La culpabilidad disciplinaria
El proyecto introdujo algunos conceptos que 

puntuales aspectos de la estructura de la respon-
sabilidad disciplinaria. Sobre el particular, la pro-

culpa en materia disciplinaria, pues es claro que 

primer título de imputación subjetiva (dolo) y que 
sobre la culpa pesan algunas críticas.

Respecto al dolo podemos advertir que su re-
dacción es similar al que se encuentra establecido 
en el Código Penal. Sin embargo y a pesar de que 
son claras las diferencias que existen entre una y 
otra especie de derecho sancionador, la conclusión 

cerrado para que no se le imposibilite al funcio-
nario valorar las diferentes modalidades en que se 

subjetiva. En cuanto a la culpa, el proyecto apunta 

infracción al deber objetivo de cuidado funcional-
mente exigible y diferenciando aquella culpa que 
se puede dar con representación o sin representa-
ción.

culpa está soportada con contenidos propios de la 
dogmática disciplinaria, respecto de los cuales no 
existía ninguna mención en el estatuto actual.

Por esa misma línea, en el proyecto se establece 
que la culpa leve no es sancionable disciplinaria-

-
tante, pues la autoridad disciplinaria deberá tener 
presente que aquellos descuidos mínimos no po-
drán ser reprochables.

2.3 La prescripción disciplinaria
La propuesta de reforma pretende ajustar y cla-
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se llegó a la conclusión sobre la inconveniencia de 
seguir manteniendo, en forma simultánea, la cadu-
cidad y la prescripción, aspectos que fueron intro-
ducidos por la Ley 1474 de 2011.

Luego de analizar la primera propuesta y de 
acoger varias proposiciones que se presentaron 
en la Comisión primera, el proyecto de ley reto-
ma el tiempo de los cinco años de la Ley 734 de 

la prescripción, para que la autoridad disciplinaria 
tenga un término de dos años para proferir el fa-

esta norma mantiene la tradición de los doce años 
para las faltas relacionadas con las violaciones de 
los derechos humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario, para lo cual, luego de la interrupción, 

proferir el fallo de segunda instancia. 
2.4 La organización y ajuste de las faltas gra-

vísimas y la creación de otros comportamientos 
típicos de esta naturaleza

El proyecto también se ocupa de organizar la 
mayoría de los comportamientos que el legislador 
considera como faltas disciplinarias. De ese modo, 
el ejercicio efectuado consistió, por una parte, en 

ciertos capítulos para evidenciar su particular es-
pecialidad.

Así, este ejercicio dio como resultado la reagru-
pación por unidades temáticas independientes con 
los siguientes títulos: faltas relacionadas con la In-
fracción al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y al Derecho Internacional Humanitario; 
faltas relacionadas con la libertad y otros derechos 
fundamentales; faltas relacionadas con la contra-
tación pública; faltas relacionadas con el servi-
cio o la función pública; faltas relacionadas con 
el régimen de incompatibilidades, inhabilidades, 

-
cionadas con la hacienda pública; falta relacionada 
con la acción de repetición; faltas relacionadas con 
la salud pública, los recursos naturales y el medio 
ambiente; faltas relacionadas con la intervención 
en política; faltas relacionadas con el servicio, la 

relacionadas con la moralidad pública; faltas rela-
cionadas con el régimen penitenciario y carcelario 
y faltas que coinciden con descripciones típicas de 
la ley penal.

Relacionado con este último aspecto, vale la 
pena mencionar el hecho de haberse reubicado el 
actual numeral 1 del artículo 48 del CDU, que se 

por la realización de una conducta descrita en un 
tipo penal objetivo. El cambio no es solo formal 
o cosmético, sino que es un claro mensaje para la 
autoridad disciplinaria de que antes que todo de-
berá examinar la conducta del investigado y con-
frontarla con la tipología disciplinaria propia, en 
atención a los principios de especialidad y subsi-
diariedad referidos anteriormente.

En cuanto este aspecto, debe señalarse que hubo 
proposiciones para eliminar este artículo, pero una 
vez escuchadas las diferentes intervenciones, entre 
ellas las de la Procuraduría General de la Nación, 
se decidió mantener esta norma para que se regu-
laran aquellas faltas disciplinarias que tuvieran 
como objeto la realización de un tipo contenido en 
el Código Penal, sin que por ello pierda autonomía 
e independencia el derecho disciplinario.

Por la otra, se introdujeron algunas faltas dis-
ciplinarias que antes no se habían considerado, 
como varios comportamientos relacionados con la 
hacienda pública y el presupuesto que necesitaban 
y ameritaban la imposición de un correctivo dis-
ciplinario. Entre ellas se encuentran, por ejemplo, 
las siguientes: autorizar u ordenar la utilización 
indebida, o utilizar indebidamente rentas que tie-

la ley; autorizar o pagar gastos por fuera de los 
establecidos en el artículo 346 de la Constitución 
Política; asumir compromisos sobre apropiaciones 
presupuestales inexistentes o en exceso del saldo 
disponible de apropiación o que afecten vigencias 
futuras, sin contar con las autorizaciones pertinen-
tes, que están orientadas a reprochar de manera 
más fuerte aquellas conductas que impliquen ma-
nejo indebido de recursos del Estado.

En cuanto a las faltas graves y leves, el pro-
yecto también aclara que se estará en presencia de 
una falta disciplinaria grave o leve por el incum-
plimiento de los deberes, el abuso de los derechos, 
la extralimitación de las funciones o la incursión 
al régimen de prohibiciones, salvo que la conducta 
esté prevista como falta gravísima, con lo cual se 
busca enfatizar, de una vez por todas, que las faltas 
gravísimas son normas especiales.

Por último y en virtud del principio de espe-
cialidad, algunos deberes y prohibiciones fueron 
recogidos por la descripción típica de la respectiva 
falta gravísima, pues no era necesario que el esta-
tuto hiciera una doble mención de dichos compor-
tamientos. Del mismo modo, algunas faltas graví-
simas pasaron a ser deberes y prohibiciones, pues 
su connotación no ameritaba seguir considerándo-
las como los comportamientos más gravosos.

2.5
disciplinarias

La reforma también introduce cambios en los 
límites de las sanciones disciplinarias, haciéndo-
las más acordes con la naturaleza de la imputación 

-
habilidad para las faltas gravísimas realizadas con 
culpa gravísima, la cual oscilaría de 3 a 10 años, 
diferenciándola claramente de un comportamiento 
doloso, respecto de los cuales el proyecto man-
tiene la severidad de la inhabilidad mínima de 10 
años, pues así lo ha dejado claro la Corte Constitu-
cional en recientes pronunciamientos y, valga de-
cirlo, esa severidad es más que necesaria para los 
temas de corrupción pública, en todas y cada una 
de sus modalidades, y para los casos de evidente 
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al desarrollo nacional y territorial.

Así mismo y respecto a los criterios de agrava-
ción y atenuación de la sanción, ellos se dividieron 
de forma técnica, para que la autoridad disciplina-
ria pueda aplicarlos conforme a su especial natu-
raleza.

-
cios por colaboración, se hace necesario ajustar los 
mínimos de las sanciones disciplinarias consisten-
tes en suspensión y multa. Para ello, y en lo que 
tiene que ver con las faltas gravísimas realizadas 
con culpa grave y las faltas graves dolosas, el tér-
mino de suspensión comenzaría desde los tres me-
ses y no de un mes como está actualmente vigente. 
Del mismo modo, tanto para las faltas leves dolo-
sas como culposas se adopta la sanción de multa, 
cuya cuantía se estableció de forma proporcional. 
En ese sentido, se elimina la sanción de amonesta-
ción a la hoja de vida.

2.6 La aplicación del principio de favorabi-
lidad

Como quiera que las sanciones para las faltas 
gravísimas con culpa gravísima se redujeron, es 
necesario que el proyecto contemple unos instru-
mentos efectivos para que pueda aplicarse el prin-
cipio de favorabilidad, pues este también aplica 
para quienes estén cumpliendo la sanción discipli-
naria. De no hacerse esta mención expresa, podría 
ocasionarse un vacío que generaría criterios en-
contrados y varias actuaciones administrativas in-
necesarias, situación que debe evitarse a toda cos-
ta. Súmese a ello que en el derecho disciplinario 
no existe una autoridad que desempeñe una fun-
ción como el que guarda las proporciones y cum-
plen los jueces de ejecución de penas en el ámbito 
del derecho penal, quienes se encargan de resolver, 
entre otros asuntos, los temas de la aplicación del 
principio de favorabilidad.

De esa manera, el artículo 270 del proyecto es 
un instrumento nuevo, que regula claramente este 
aspecto. 

3. EN CUANTO A LOS TEMAS PROCE-
SALES

3.1 La doble instancia para los aforados.

El proyecto extiende la doble instancia a los 
procesos disciplinarios que se deban seguir con-

-
tenciar las garantías y los derechos de quienes, en 
estos procesos, puedan ser eventualmente sujetos 
disciplinables.

En efecto y pese a la existencia de reiterados 
pronunciamientos de la Corte Constitucional que 
declaran ajustada a la Carta Política la existencia 
de actuaciones judiciales y disciplinarias en única 
instancia, el proyecto se inclina por crear un meca-
nismo que garantice la efectividad del principio de 
doble instancia, respecto de los altos funcionarios 

del Estado que actualmente se investigan por parte 
del Procurador General de la Nación.

Para tal efecto, el proyecto asigna al Procurador 
General de la Nación la competencia en segunda 
instancia de los procesos que se adelanten en pri-
mera instancia por la Sala Disciplinaria de la Pro-
curaduría General de la Nación, atribuyendo a esta 
última la competencia para la investigación de los 
siguientes funcionarios:

El Vicepresidente de la República, los Minis-
tros del Despacho, los congresistas, el Contralor 
General de la República, el Defensor del Pueblo, 
el Gerente del Banco de la República y demás 
miembros de su Junta Directiva, el Alcalde Mayor 
de Bogotá, D. C., por faltas cometidas con anterio-
ridad a la adquisición de dicha calidad o durante 
su ejercicio, en estos casos aunque hayan dejado 
de ejercer el cargo.

Los Magistrados del Consejo Nacional Electo-
ral, el Auditor de la Contraloría General de la Re-
pública, el Registrador Nacional del Estado Civil, 
el Contador General, los Generales de la Repúbli-

y el Contralor de Bogotá, D. C., los Directores de 
Departamentos Administrativos del orden nacio-
nal y del Distrito Capital, los miembros de la Junta 
Directiva de la autoridad nacional de televisión y 
demás servidores públicos del orden nacional de 
igual o superior categoría, por hechos cometidos 
en ejercicio de sus funciones.

El Viceprocurador, los Procuradores Delegados, 
los Procuradores Auxiliares, el Secretario General, 
el Veedor, el Director del Instituto de Estudios del 
Ministerio Público, el Director Nacional de Inves-
tigaciones Especiales y el Secretario Privado.

-
rente con la adopción de un procedimiento disci-
plinario único en el que la instrucción del proceso, 
correspondiente a la etapa de investigación, se sur-
tiría bajo el esquema tradicional escrito, mientras 
que la etapa de juicio y la emisión del fallo de pri-
mera instancia se adelantarían en forma oral.

En tales circunstancias, la actuación del despa-
cho del Procurador General de la Nación se cir-
cunscribiría a la resolución de la segunda instancia 
de los procesos que en primera conoce la Sala Dis-
ciplinaria, respecto de los altos funcionarios del 
Estado.

De esta forma, se consideró que la preservación 
del principio de doble instancia se hace necesaria 
de conformidad con el estándar internacional que 
procura asegurar que toda decisión sea revisada 
por el superior. Ahora bien, se refuerza en el nuevo 
esquema el ejercicio de atribuciones disciplinarias 
por parte de la Sala en tanto que la asignación de 
competencias debe hacerse por ley y no mediante 
designación por parte del Procurador General de 
la Nación.
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3.2 La adopción de un procedimiento disci-
plinario único

En cuanto a la adopción de un único procedi-
miento, podemos decir que el derecho disciplina-
rio no puede ser ajeno a los sistemas procesales 
que se han establecido en el ordenamiento jurídico 
interno, los que a su vez se han estructurado aten-
diendo la normatividad internacional, especial-
mente aquella que se ocupa de la garantía de los 
derechos fundamentales. Dichos postulados de-
mandan la articulación de procesos públicos con 
primacía de la oralidad y de la inmediación pro-
batoria. Así mismo, la dinámica procesal discipli-
naria, con base en la jurisprudencia y la doctrina, 
ha evolucionado, lo que condujo en la práctica a la 
verbalización del procedimiento, quedando en un 
segundo plano el procedimiento ordinario.

En la más reciente reforma al Código Discipli-
nario Único, jalonada por la Ley 1474 de 2011, si 

conjuraron ambigüedades que se presentaban en el 
trámite de las audiencias, varias de estas resultaron 
en la práctica verdaderos obstáculos para su dili-
genciamiento, tal y como acontece con el trámite 
de los recursos, especialmente en lo que tiene que 
ver con la recusación, a lo que se suma el amplio 
despliegue procesal que se debe surtir en la segun-
da instancia.

La experiencia tanto de las autoridades disci-
plinarias como de los abogados litigantes, en vir-
tud del adelantamiento del procedimiento verbal, 
nos ha indicado que existen aún muchos vacíos 
en cuanto a la regulación del trámite de la audien-
cia y de las distintas situaciones que se presentan, 

-
volvimiento y pronto diligenciamiento, haciendo 
necesario generar instrumentos normativos que le 
permitan al funcionario con potestad disciplinaria 
adoptar decisiones que estén acordes con las ca-
racterísticas de este tipo de procedimientos. Así 
mismo, para que los sujetos procesales puedan 

Súmese a lo anterior, la complejidad por el sal-
to de un procedimiento a otro, situación que fue 
generada por la declaratoria de exequibilidad del 
inciso tercero del artículo 175 de la Ley 734 (hoy 
cuarto), que habilitó dicha eventualidad como una 
causal autónoma. De igual manera, la Ley 1474 de 
2011 introdujo otra posibilidad del proceso verbal, 
la que permite, incluso en estado en investigación 
disciplinaria, adecuar la actuación a este procedi-
miento especial.

Todo lo anterior constituye el fundamento para 
proponer y desarrollar un único procedimiento, 

-
ción y juzgamiento, las que se llevarían a cabo por 
parte de un mismo funcionario.

De esa manera, la primera fase de este proce-
dimiento único estaría encaminada a la incorpora-
ción de los medios probatorios que permitan veri-

autor de la falta y a determinar si existe mérito 
para formular cargos. Su principal característica, 
en consecuencia, es la de ser escritural.

Seguidamente, una vez recaudadas las pruebas 
se procedería a cerrar la investigación, con lo cual 
se correría traslado a los sujetos procesales para 
que presentaran alegatos previos a la evaluación. 
Surtido lo anterior, se examinará la investigación 
y de existir mérito se citará a audiencia y se formu-
larán los cargos respectivos. En caso contrario, se 
archivará la actuación.

La fase de juzgamiento, en la que el disciplina-
do deberá contar con defensor, se desarrollaría en 
audiencia, la cual se adelantaría de manera con-
centrada y solamente siendo apelable el auto que 
niega pruebas.

Una vez se recauden las pruebas en la audien-
cia, se correría traslado para alegatos de conclu-
sión; agotados estos, se citaría para fallo, decisión 
esta última contra la que procedería el recurso de 
apelación. El trámite en la segunda instancia sería 
escritural y se limitaría a revisar la legalidad de la 
actuación y a la resolución del recurso, para lo cual 

cuanto al trámite de los impedimentos y las recu-
saciones, se optaría por acoger lo regulado en el 
actual procedimiento ordinario; esto es, que una 
vez se invoque el impedimento o la recusación se 
suspenda la actuación para que el superior funcio-

de fondo cuando aún está en vilo la imparcialidad 
de la autoridad disciplinaria.

3.3
propio para el derecho disciplinario y los bene-

En lo referente al régimen probatorio, era ne-
cesario introducir un capítulo que se ocupara de 
regular la práctica de los medios probatorios sin 
necesidad de remitirse a la Ley 600 o a otro régi-
men procesal. Esto permite que se generen reglas 
de procedimiento propias del derecho disciplina-
rio y darle identidad al recaudo y valoración de 
los medios de convicción. En efecto, el proyecto 
regula la inspección disciplinaria (visita especial), 
precisa el aporte e incorporación de documentos, 
desarrolla el trámite de la prueba pericial e intro-
duce la ritualidad respecto del recaudo de los testi-
monios y su respectiva valoración.

reglas respecto de las formalidades de la confe-
sión. Sin duda, este es un aporte que puede resultar 

por la aceptación de la responsabilidad al momen-
to de instalar la audiencia de juzgamiento. Dicha 
situación, si bien se encuentra en la Ley 734 de 
2002 como un atenuante, en la práctica resultaba 
inocua, porque se demandaba que fuera antes de 
formular cargos, esto es, sin que existiera una im-
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putación concreta; igualmente, porque no se de-
terminaba claramente el monto de la disminución 
de la sanción, quedando al arbitrio de la autoridad 
disciplinaria dicha regulación.

-
sión, se requiere de una formalidad procesal que la 
articule, ya no como habilitante del procedimien-
to verbal, sino de una decisión sancionatoria an-
ticipada. Es por esto que de manera inmediata la 
autoridad disciplinaria valorará la confesión y, de 
encontrarla procedente, citará para proferir el fallo 
respectivo, disminuyendo el monto de la sanción 
hasta en una tercera parte, generándose así un be-

claro y más atractivo para aquel sujeto disciplina-
ble que quiera confesar.

4. RESUMEN DE LAS PROPOSICIO-
NES PRESENTADAS EN LA COMISIÓN  
PRIMERA Y DE ALGUNOS CAMBIOS 
EFECTUADOS.

4.1 En cuanto a las faltas que coinciden con 
las descripciones típicas de la ley penal

La Ley 734 de 2002, en el numeral 1 del artículo 
48, contempla como falta disciplinaria el “realizar 
objetivamente una descripción típica consagrada 
en la ley como delito sancionable a título de dolo, 
cuando se cometa en razón, con ocasión o como 
consecuencia de la función o cargo, o abusando 
del mismo”.

En tal forma, el proyecto de Código estableció 
que esta falta ya no fuera el primer comportamien-
to correspondiente a las faltas gravísimas sino que 
pasara a ser la última falta y concebida bajo los 
principios de especialidad y subsidiariedad, para 
que la autoridad disciplinaria solo la tuviera en 
cuenta si el comportamiento no se adecuaba en 
ninguna descripción típica disciplinaria, siempre y 
cuando se cumplieran los requisitos exigidos en el 
respectivo tipo penal. La redacción propuesta co-
rresponde al artículo 66 del proyecto y está conce-
bida en los siguientes términos: 

Artículo 66. Faltas que coinciden con descrip-
ciones típicas de la ley penal. Cuando la conducta 
no pueda adecuarse a ninguna de las anteriores 
faltas, en virtud de los principios de especialidad 
y subsidiariedad, constituirá falta gravísima rea-
lizar objetivamente una descripción típica consa-
grada en la ley como delito sancionable a título de 
dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o 
como consecuencia de la función o cargo, o abu-
sando de él.

Pese a ello, algunas proposiciones plantearon 

de que el Código Disciplinario contemplara todas 
y cada una de las posibilidades de las conductas 
que se debieran reprochar, adoptando una tipolo-
gía propia.

Al respecto, después de escucharse todas las in-
tervenciones, incluidas las de la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, se llegó a la conclusión sobre el 

acierto de dejar este artículo, pues este no afectaba 
la autonomía e independencia del derecho disci-
plinario, ya que ello solo obedecía a una técnica 
de adecuación excepcional, y además con ello se 
podían resolver múltiples problemas respecto de 
conductas que coinciden con tipos penales, de los 
cuales también es necesario formular el reproche 
disciplinario, siempre y cuando ellos tengan rela-
ción con la función, el cargo o el servicio desem-
peñado.

4.2 En cuanto al control disciplinario para los 
servidores públicos elegidos por voto popular

Este tema fue de los aspectos más debatidos en 
la Sesión Primera del Senado, en donde, a manera 
de proposición, se plantearon tres alternativas dis-
tintas:

a) Que los congresistas no debían ser investiga-
dos por la Procuraduría General de la Nación;

b) Que cualquier servidor público, elegido por 
voto popular –en donde se incluye a los congresis-
tas– sí podía ser investigado por la Procuraduría 
General de la Nación, pero con la limitación de 
que no se impusieran sanciones de inhabilidad y 
de destitución;

c) Que cualquier servidor público, elegido por 
voto popular –en donde se incluye a los congresis-
tas– sí podía ser investigado por la Procuraduría 
General de la Nación y que también se le podía 
aplicar cualquier sanción como las que actualmen-
te contiene la Ley 734 de 2002, pero que cuando 
se tratara de suspensiones superiores a seis meses, 
destitución e inhabilidad general, se necesitaría 
una convalidación judicial.

En tal sentido, luego de escuchar las diferen-
tes intervenciones, incluida la de la Procuradu-
ría General de la Nación, la Comisión Primera, 
desestimó estas proposiciones. Las razones de 
esta negativa se pueden resumir de la siguiente 
manera:

a) Para la primera alternativa, en un Estado de 
Derecho, todos los servidores públicos tienen que 
ser sujetos de los diferentes controles, entre ellos 
el disciplinario. Incluso, un congresista debe tener 
mayores controles que el de un servidor público en 

de investidura y el control disciplinario;
b) La segunda propuesta es impracticable, pues 

descartando las sanciones de inhabilidad y de des-
titución, quedan las suspensiones y las multas, 
sanciones que en la mayoría de los casos pueden 
resultar inanes y además crear problemas de pro-
porcionalidad e igualdad respecto de los demás 
servidores públicos;

c) La tercera alternativa, referida a la convali-
dación judicial, presenta múltiples problemas: es 
un carga más para la Jurisdicción Contenciosa, lo 
cual puede generar más congestión; esa convali-
dación no tiene la condición ni de recurso ni de 

-



Página 8 Miércoles, 10 de diciembre de 2014 GACETA DEL CONGRESO  842

tades para su acción; puede constituir un prejuz-
-

gue ya está contenida en la acción de nulidad y 

provisional y las medidas cautelares de urgencia, y 
hasta en la propia acción de tutela;

d) El argumento de fondo de las tres alternati-
vas, parten del cuestionamiento que se hace res-
pecto de los límites del control disciplinario para 
el servidor público elegido por voto popular, prin-
cipalmente por la supuesta falta de competencia 
de la Procuraduría. Sin embargo, la jurisprudencia 
de todas las cortes colombianas ha encontrado que 
esta facultad es constitucional y la correcta inter-
pretación de la CADH lleva a la conclusión de que 
los derechos políticos no son absolutos y que las 
autoridades administrativas sí pueden restringir 
derechos políticos.

4.3 En cuanto a la obligación de entregar do-
cumentos, cuya regla hace parte de las regula-
ciones de la prueba documental

La propuesta original, en el artículo 190, con-
templaba lo siguiente:

Artículo 190. Obligación de entregar documen-
tos. Salvo las excepciones legales, quien tenga en 
su poder documentos que se requieran en un pro-
ceso disciplinario, tiene la obligación de ponerlos 
a disposición de la autoridad disciplinaria que los 
requiera de manera oportuna o de permitir su co-
nocimiento.

(…)
Pese a ello, una proposición planteó la nece-

sidad de hacer claridad en cuanto a la excepción 
establecida en el artículo 155 del proyecto que dis-
pone lo siguiente:

Artículo 155. Prueba trasladada. Las pruebas 
practicadas válidamente en una actuación judicial 
o administrativa, dentro o fuera del país, podrán 
trasladarse a la actuación disciplinaria mediante 
copias autorizadas por el respectivo funcionario y 
serán apreciadas conforme a las reglas previstas 
en este Código.

También podrán trasladarse los elementos 
materiales de prueba o evidencias físicas que la 
Fiscalía General de la Nación haya descubierto 
con la presentación del escrito de acusación en 
el proceso penal, aun cuando ellos no hayan sido 
introducidos y controvertidos en la audiencia del 
juicio y no tengan por consiguiente la calidad de 
pruebas. Estos elementos materiales de prueba o 
evidencias físicas deberán ser sometidos a contra-
dicción dentro del proceso disciplinario.

Cuando la autoridad disciplinaria necesite in-
formación acerca de una investigación penal en 
curso o requiera trasladar a la actuación disci-
plinaria elementos materiales de prueba o eviden-
cias físicas que no hayan sido descubiertos, así lo 
solicitará al Fiscal del caso, quien evaluará la 
solicitud y determinará qué información o ele-

mentos materiales de prueba o evidencias físicas 
puede entregar, sin afectar la investigación penal 
ni poner en riesgo el éxito de la misma. (Negrilla 
fuera de texto).

Concordante con esa claro excepción resaltada 
y contenida en el artículo 155, la proposición fue 
acogida, y al artículo 190 se le agregó la expresión 
“Salvo lo contemplado en el artículo 155 y demás 
excepciones legales”.

5. MODIFICACIONES AL TÍTULO Y A 
ALGUNOS ARTÍCULOS DEL PROYECTO 
RELACIONADOS EN EL PLIEGO ADJUNTO

En primer lugar, el título del proyecto aprobado 
en la Comisión que dice:

““PROYECTO DE LEY NÚMERO 55 por 
medio de la cual se expide el Código Disciplina-
rio Único y se derogan la Ley 734 de 2002 y algu-
nas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, relacio-
nadas con el derecho disciplinario; ACUMULA-
DO CON EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
50 DE 2014 SENADO””; se sugiere cambiar la 
expresión subrayada por CÓDIGO GENERAL 
DISCIPLINARIO.

Para los artículos que no deben sufrir ningún 
cambio, se utilizará la expresión “ igual a lo apro-
bado por la Comisión”, con lo cual se hará remi-
sión al texto aprobado por la Comisión Primera del 
Senado de la República.

En segundo lugar, y luego de examinar lo que 
fue aprobado, se ha advertido la necesidad de efec-
tuar algunos cambios de forma y de redacción y 
otros ajustes que se explicarán por cada uno de los 
artículos.

Artículos 1° a 22: igual a lo aprobado por la 
Comisión.

Artículo 23. Se sugiere eliminar la expresión 

obedece a una mala redacción, para lo cual el texto 
que se propone es el siguiente:

Artículo 23. Prevalencia de los principios rec-
tores e integración normativa. En la interpretación 
y aplicación del régimen disciplinario prevalece-
rán los principios rectores contenidos en la Cons-
titución Política y en esta ley, además de los tra-

Colombia. En lo no previsto en esta ley se aplicará 
lo dispuesto en los códigos de Procedimiento Ad-
ministrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
General del Proceso, Penal y de Procedimiento Pe-
nal en lo que no contravengan a la naturaleza del 
derecho disciplinario. 

Artículos 24 a 33. Igual a lo aprobado por la 
Comisión.

Artículo 34. Debido a que este artículo fue suje-

-
se la expresión “única instancia”, debido a que el 
proceso disciplinario para los servidores públicos 
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aforados tendrá una segunda instancia. Pese a ello, 
en la jurisdicción disciplinaria, algunos procesos 
continuarán con única instancia, por lo que es ne-
cesario rescatar esa expresión que se introdujo en 
la primera propuesta. Por lo tanto, la redacción que 
se propone es la siguiente:

Artículo 34. Prescripción e interrupción de la 
acción disciplinaria. La acción disciplinaria pres-
cribirá en cinco años, contados para las faltas de 
ejecución instantánea desde el día de su consu-
mación, para las de ejecución permanente o con-
tinuada, desde la realización del último acto y para 
las omisivas, desde cuando haya cesado el deber 
de actuar. La prescripción se interrumpirá con la 

-

el fallo de segunda instancia o de reposición, la au-
toridad disciplinaria tendrá un término de dos años 
contados a partir del siguiente día del vencimiento 
para impugnar la decisión.

Para las faltas señaladas en el artículo 53 de 
este Código, el término de prescripción será de 
doce años, el cual se interrumpirá con la adopción 

-

de segunda instancia o de reposición, la autoridad 
disciplinaria tendrá un término de tres años conta-
dos a partir del siguiente día del vencimiento para 
impugnar la decisión.

Cuando se investiguen varias conductas en un 
solo proceso, la prescripción se cumplirá indepen-
dientemente para cada una de ellas. 

Parágrafo. Los términos prescriptivos aquí pre-
vistos quedan sujetos a lo establecido en los trata-

Artículos 35 a 48. Igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículo 49, con excepción de los numerales 3 
y 4: igual a lo aprobado en la Comisión Primera.

Artículo 49, numerales 3 y 4: eliminar la expre-
sión “hasta”. Esta expresión sobra. Además, si se 
deja, podría interpretarse que la inhabilidad espe-
cial fuese por un término distinto al de la sanción 
de suspensión, con lo cual se desnaturalizaría el 
principio de que en el derecho disciplinario solo 
hay sanciones principales, y no sanciones princi-
pales y accesorias. En resumen, la suspensión y la 
inhabilidad especial es una sola sanción, cuyo ca-

mismo término. 
En consecuencia, la redacción que se propone 

es la siguiente:
Artículo 49. Clases y límites de las sanciones 

disciplinarias. (…) 
(…)
3. Suspensión en el ejercicio del cargo de tres 

(3) meses a dos (2) años e inhabilidad especial por 

el mismo término para las faltas gravísimas reali-
zadas con culpa grave.

4. Suspensión en el ejercicio del cargo de tres 
(3) a dieciocho (18) meses e inhabilidad especial 
por el mismo término para las faltas graves dolo-
sas. 

(…) 
Artículos 50 a 52: igual a lo aprobado por la 

Comisión.
Artículo 53: igual a lo aprobado en la Comisión 

Primera, con excepción del numeral 5.
Artículo 53, numeral 5: se debe reemplazar la 

expresión “ella” por “ellas” (aspecto de mala re-
dacción) y reemplazar la palabra “abandonar” por 
“abandone”, pues el verbo rector es “ocasionar” y 
uno de los complementos directos de esa acción es 
que una persona o un grupo de ellas “abandone sus 
actividades económicas habituales”. 

En consecuencia, la redacción que se propone 
es la siguiente:

Artículo 53. Faltas relacionadas con la infrac-
ción al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y al Derecho Internacional Humanita-
rio.

(…)
Ocasionar, mediante violencia u otros actos 

coactivos, que una persona o un grupo de ellas se 
desplace de su hogar o de su lugar de residencia, o 
abandone sus actividades económicas habituales. 

(…)
Artículos 54 y 55: igual a lo aprobado por la 

Comisión Primera.
Artículo 56: A pesar de que una de las proposi-

ciones estuvo orientada a eliminar el numeral 7 de 
este artículo, porque este comportamiento estaba 
repetido en el numeral 3, el texto aprobado no re-

numeral 4, ello simplemente es una continuación 
del numeral 3. Por ende, al eliminarse ese numeral 
y al hacerse el aludido ajuste, la numeración debe 
cambiarse. Así las cosas, el texto que se propone 
es el siguiente:

Artículo 56. Faltas relacionadas con el servicio 
o la función pública. 

-
ministrativo positivo.

2. Violar la reserva de la investigación y de las 
demás actuaciones sometidas a la misma restric-
ción.

3. Consumir, en el sitio de trabajo o en lugares 
públicos, sustancias prohibidas que produzcan de-
pendencia física o síquica, asistir al trabajo en tres 
o más ocasiones en estado de embriaguez o bajo el 
efecto de estupefacientes. Cuando la conducta no 
fuere reiterada conforme a la modalidad señalada, 
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4. Adquirir directamente o por interpuesta per-
sona bienes que deban ser enajenados en razón de 
las funciones de su cargo, o hacer gestiones para 
que otros los adquieran.

5. No resolver la consulta sobre la suspensión 
provisional en los términos de ley.

6. Suministrar datos inexactos o documenta-
ción con contenidos que no correspondan a la rea-
lidad u omitir información que tenga incidencia en 
su vinculación o permanencia en el cargo o en la 
carrera, o en las promociones o ascensos o para 

7. Omitir, alterar o suprimir la anotación en el 
registro de antecedentes, de las sanciones o causas 
de inhabilidad que, de acuerdo con la ley, las au-
toridades competentes informen a la Procuraduría 
General de la Nación, o hacer la anotación tardía-
mente.

8. Ejercer funciones propias del cargo público 
desempeñado, o cumplir otras en cargo diferente, 
a sabiendas de la existencia de decisión judicial o 
administrativa, de carácter cautelar o provisional, 
de suspensión en el ejercicio de las mismas.

9. Ejercer las potestades que su empleo o fun-

prevista en la norma otorgante.
-

mática en la sustanciación y fallo de los asuntos 
asignados. Se entiende por mora sistemática el in-
cumplimiento por parte de un servidor público de 

en la sustanciación de los asuntos a él asignados, 
en una proporción que represente el veinte por 
ciento (20%) de su carga laboral.

11. Las demás conductas que en la Constitución 
o en la ley hayan sido previstas con sanción de re-
moción o destitución, o como causales de mala 
conducta. 

Artículos 57 a 62: igual a lo aprobado por la 
Comisión.

Artículo 63: igual a lo aprobado por la Comi-
sión Primera, incluyendo un nuevo numeral.

Artículo 63. Faltas relacionadas con la morali-
dad pública. 

(…)
10. Sin perjuicio de la adopción de las medidas 

previstas en la Ley 1010 de 2006, cometer, directa 
o indirectamente, con ocasión de sus funciones o 
excediéndose en el ejercicio de ellas, acto arbitra-

haya denunciado hechos de corrupción.
La razón de esta adición es porque la Ley 1474 

de 2011 agregó esta falta disciplinaria gravísima, 
y en la propuesta presentada ante la Comisión Pri-
mera no se incluyó.

Artículos 64 a 68: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículo 69: A este artículo le faltó la expresión 
“dichas medidas no generarán antecedente disci-
plinario”, regla que estaba contenida en la Ley 734 
y que se olvidó incluir.

En consecuencia, la redacción que se propone 
es la siguiente:

Artículo 69. Preservación del orden interno. 
Cuando se trate de hechos que contraríen en me-
nor grado el orden administrativo en el interior de 
cada dependencia, sin afectar sustancialmente los 
deberes funcionales, el jefe inmediato adoptará las 
medidas correctivas pertinentes, sin necesidad de 
acudir a formalismo procesal alguno. Dichas me-
didas no generarán antecedente disciplinario.

Artículos 70 a 73: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículo 74: eliminar la expresión “según la 
gravedad de la falta”, porque los criterios de la 
graduación de la sanción están contenidos en el 
artículo 75 y esta expresión se torna inútil, por-
que los particulares solo responden por una clase 
de faltas, concretamente las gravísimas, distinto a 
los servidores públicos que sí responden por faltas 
gravísimas, graves y leves. Por lo tanto, la redac-
ción que se propone es la siguiente:

Artículo 74. Sanción. Los particulares destina-
tarios de la ley disciplinaria estarán sometidos a 
las siguientes sanciones principales: 

Multa de 10 a 100 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes al momento de la comisión del he-
cho y, concurrentemente, inhabilidad para ejercer 
empleo público, función pública, prestar servicios 
a cargo del Estado, o contratar con este de uno a 
veinte años. Cuando la conducta disciplinable im-
plique detrimento del patrimonio público, la san-
ción patrimonial será igual al doble del detrimento 
patrimonial sufrido por el Estado.

Cuando la prestación del servicio sea perma-
nente y la vinculación provenga de nombramiento 

años. 
Artículos 75 a 93: igual a lo aprobado por la 

Comisión Primera.
Artículo 94: igual a lo aprobado en la Comisión 

Primera, excepto el parágrafo número 2.
Artículo 94, parágrafo número 2: La norma 

respecto de la redacción original de la Ley 734 de 
2002, ya que se incluyó la condición de que los 

alto nivel tengan formación jurídica del nivel pro-
fesional. Así las cosas, se estima conveniente que 

-
trol Interno Disciplinario. Para ello, se propone la 
siguiente redacción:

Artículo 94. Control Disciplinario Interno. (…)
(…) 
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alto nivel la conformada por servidores públicos 
mínimo del nivel profesional con formación ju-

de Control Disciplinario Interno, quien deberá ser 
abogado, pertenecerá al nivel directivo de la enti-
dad. 

Artículo 95: igual a lo aprobado por la Comi-
sión Primera.

Artículo 96: se debe corregir el epígrafe de este 
artículo, pues este no es exacto a lo que desarro-
lla el contenido del artículo. En efecto, mientras 
el epígrafe hace alusión a la competencia de la 
Procuraduría General de la Nación únicamente, el 

-
duría como a las Personerías. Por ello, la redacción 
que se propone es la siguiente:

Artículo 96. Competencia de la Procuraduría 
General de la Nación y las Personerías. Los pro-
cesos disciplinarios que adelante la Procuraduría 
General de la Nación y las personerías distritales y 
municipales se tramitarán de conformidad con las 
competencias establecidas en la ley que determina 
su estructura y funcionamiento y resoluciones que 
la desarrollen, con observancia del procedimiento 
establecido en este Código. 

Artículos 97 a 106: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículos 107: este artículo tiene un error, en 
cuanto a la remisión que se hace del artículo 85, 
pues este es el de la Ley 734 de 2002, y su repro-
ducción ahora quedó en el artículo 105. Por tanto, 
la redacción debe ser la siguiente:

Artículo 107. Recusaciones. Cualquiera de los 
sujetos procesales podrá recusar al servidor públi-
co que conozca de la actuación disciplinaria, con 

de esta ley. Al escrito de recusación acompañará la 
prueba en que se funde. 

Artículos 108 a 137: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículo 138: este artículo tiene demasiados 
errores de redacción, principalmente por la omi-
sión de varios signos de puntuación para su co-
rrecto entendimiento. Por ello, la redacción que se 
propone es la siguiente:

Artículo 138. Trámite del recurso de queja. 
Dentro del término de ejecutoria de la decisión que 
niega el recurso de apelación, se podrá interponer 
y sustentar el recurso de queja. Si no se hiciere 
oportunamente, se rechazará. 

Dentro de los dos (2) días siguientes al venci-
miento del término anterior, el funcionario compe-
tente enviará al superior funcional las copias perti-
nentes, para que decida el recurso. 

El costo de las copias estará a cargo del impug-
nante. Si quien conoce del recurso de queja nece-
sitare copia de otras actuaciones procesales, orde-

nará al competente que las remita a la brevedad 
posible. Si decide que el recurso debe concederse, 
lo hará en el efecto que corresponda. 

Artículos 139 a 165: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículo 166: este artículo regula lo concer-
niente al testigo renuente, pero no se estableció la 
forma en que se debe imponer la multa. Para ello, 
se propone que este artículo tenga un parágrafo 
que remita al procedimiento que sí quedó para la 
queja temeraria. Por ello, se propone la siguiente 
redacción:

Artículo 166. Testigo renuente. Cuando el testi-
go citado se muestre renuente a comparecer, podrá 
imponérsele multa hasta el equivalente a cincuenta 
salarios mínimos diarios vigentes en la época de 
ocurrencia del hecho, a favor del Tesoro Nacional, 

comparecencia, dentro de los tres (3) días siguien-
tes a la fecha señalada para la declaración. 

La multa se impondrá mediante decisión moti-
vada, contra la cual procede recurso de reposición. 

Impuesta la multa, el testigo seguirá obligado a 

fecha. 
Si la investigación cursa en la Procuraduría Ge-

neral de la Nación, podrá disponerse la conduc-
ción del testigo por las fuerzas de policía, siempre 
que se trate de situaciones de urgencia y que re-
sulte necesario para evitar la pérdida de la prueba. 
La conducción no puede implicar la privación de 
la libertad. 

Esta norma no se aplicará a quien esté excep-
tuado constitucional o legalmente del deber de de-
clarar. 

Parágrafo. El procedimiento para aplicar la 
multa será el establecido para el quejoso temera-
rio, contenido en el artículo 211 de este Código.

Artículo 167 a 185: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículo 186: este artículo tiene una expresión 
“para” que sobra. Por eso, la redacción debe ser la 
siguiente:

Artículo 186. Procedencia. Para la individua-
lización de autores y su posterior vinculación o la 

-

o a petición de parte, inspección disciplinaria que 
podrá recaer sobre cosas, lugares, bienes y otros 
efectos materiales, de la cual se extenderá acta 
en la que se describirán los elementos relevantes 
encontrados y se consignarán las manifestaciones 
que hagan las personas que intervengan en la dili-
gencia.

Durante la diligencia el funcionario comisiona-
do podrá recibir dentro de ella los testimonios úti-
les al proceso de quienes estén presentes o puedan 
comparecer inmediatamente en el lugar de su rea-



Página 12 Miércoles, 10 de diciembre de 2014 GACETA DEL CONGRESO  842

lización, los que se recogerán en formulario distin-
to al acta de inspección. Los elementos probato-
rios útiles se recogerán y conservarán teniendo en 
cuenta los procedimientos de cadena de custodia. 

Artículos 187 a 196: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

Artículo 197: a este artículo que trata el indicio, 
le faltó la expresión “hecho”, en la última parte 
de la redacción. Por eso, se propone el siguiente 
texto:

Artículo 197. Elementos. Todo indicio ha de ba-
sarse en la experiencia y supone un hecho indica-

existencia de otro hecho.
Artículos 198 a 206: igual a lo aprobado por la 

Comisión Primera.
Artículo 207: En este artículo se incluyó un 

inciso en donde se establece que también tendrán 
atribuciones de Policía Judicial disciplinaria las 

-
calía General de la Nación, de la Policía Nacional 
y de la DIAN, aspecto que no traía la Ley 734 de 
2002 y que solo la Constitución Política, en mate-
ria disciplinaria, atribuye al procurador general de 
la Nación. Por ello, se propone eliminar ese inciso 
y la redacción sería la siguiente:

Artículo 207. Atribuciones de Policía Judicial. 

del artículo 277 de la Constitución Política, para 
el cumplimiento de sus funciones, la Procuraduría 
General de la Nación tiene atribuciones de Policía 
Judicial. En desarrollo de esta facultad, el Procu-
rador General y el Director Nacional de Investi-
gaciones Especiales podrán proferir las decisiones 
correspondientes. 

El Procurador General de la Nación podrá de-
legar en cualquier funcionario de la Procuraduría, 
en casos especiales, el ejercicio de atribuciones de 
Policía Judicial, así como la facultad de interponer 
las acciones que considere necesarias. Quien hu-
biere sido delegado podrá proferir las decisiones 
que se requieran para el aseguramiento y la prácti-
ca de pruebas dentro del proceso disciplinario. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
116 de la Constitución Política, para efecto del 
ejercicio de las funciones de Policía Judicial esta-

-
curador General de la Nación tendrá atribuciones 
jurisdiccionales, en desarrollo de las cuales podrá 
dictar las providencias necesarias para el asegu-
ramiento y práctica de pruebas en el trámite pro-
cesal. 

En el proceso que se adelante por las faltas dis-
ciplinarias catalogadas como gravísimas, cometi-
das por los servidores públicos determinados en el 
artículo 174 de la Constitución Política de Colom-
bia, el Procurador General de la Nación por sí, o 
por medio de comisionado, tendrá a su cargo las 
funciones de Policía Judicial. 

Artículo 208: en este artículo sobra la expresión 
“Procuraduría General de la Nación”, pues dejarla 
sería dar a entender que la intangibilidad de las ga-
rantías constitucionales solo las debe aplicar esta 
autoridad y no otra. Por eso, se propone el siguien-
te texto:

Artículo 208. Intangibilidad de las garantías 
constitucionales. Las actuaciones que se realicen 
en ejercicio de las atribuciones de Policía Judicial 
lo serán con estricto respeto de las garantías cons-
titucionales y legales. 

Artículos 209 a 271: igual a lo aprobado por la 
Comisión Primera.

6. Proposición
Por las anteriores razones, proponemos a la Ple-

naria del Honorable Senado de la República, dar 
segundo debate al Proyecto de ley número 50 de 
2014 Senado, por medio de la cual se expide el 
Código Disciplinario Único y se derogan la Ley 
734 de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 
1474 de 2011, relacionadas con el derecho disci-
plinario, acumulado con el Proyecto de ley núme-
ro 50 de 2014 Senado, con base en el pliego de 

Atentamente,

PLIEGO DE MODIFICACIONES AL  
PROYECTO DE LEY NÚMERO 55 DE 2014 

SENADO
por medio de la cual se expide el Código Ge-
neral Disciplinario y se derogan la Ley 734 de 
2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 
2011, relacionadas con el derecho disciplinario.  
ACUMULADO CON EL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 50 DE 2014 SENADO
El Congreso de Colombia

DECRETA:
LIBRO I

PARTE GENERAL
TÍTULO I

PRINCIPIOS Y NORMAS RECTORAS DE LA 
LEY DISCIPLINARIA
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Artículos 1° al 22. (Iguales a los aprobados por 
la Comisión).

El artículo 23 quedará así:
Artículo 23. Prevalencia de los principios rec-

tores e integración normativa. En la interpretación 
y aplicación del régimen disciplinario prevalece-
rán los principios rectores contenidos en la Cons-
titución Política y en esta ley, además de los tra-

Colombia. En lo no previsto en esta ley se aplicará 
lo dispuesto en los códigos de Procedimiento Ad-
ministrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
General del Proceso, Penal y de Procedimiento Pe-
nal en lo que no contravengan a la naturaleza del 
derecho disciplinario. 

Artículos 24 al 33. (Iguales a los aprobados por 
la Comisión).

El artículo 34 quedará así:
Artículo 34. Prescripción e interrupción de la 

acción disciplinaria. La acción disciplinaria pres-
cribirá en cinco años, contados para las faltas de 
ejecución instantánea desde el día de su consu-
mación, para las de ejecución permanente o con-
tinuada, desde la realización del último acto y para 
las omisivas, desde cuando haya cesado el deber 
de actuar. La prescripción se interrumpirá con la 

-

el fallo de segunda instancia o de reposición, la au-
toridad disciplinaria tendrá un término de dos años 
contados a partir del siguiente día del vencimiento 
para impugnar la decisión.

Para las faltas señaladas en el artículo 53 de 
este Código, el término de prescripción será de 
doce años, el cual se interrumpirá con la adopción 

-

de segunda instancia o de reposición, la autoridad 
disciplinaria tendrá un término de tres años conta-
dos a partir del siguiente día del vencimiento para 
impugnar la decisión.

Cuando se investiguen varias conductas en un 
solo proceso, la prescripción se cumplirá indepen-
dientemente para cada una de ellas. 

Parágrafo. Los términos prescriptivos aquí pre-
vistos quedan sujetos a lo establecido en los trata-

Artículos 35 al 48. (Iguales a los aprobados por 
la Comisión).

Artículo 49. Igual al aprobado por la Comisión, 
excepto los numerales 3 y 4 que quedarán así:

(…) 
3. Suspensión en el ejercicio del cargo de tres 

(3) meses a dos (2) años e inhabilidad especial por 
el mismo término para las faltas gravísimas reali-
zadas con culpa grave.

4. Suspensión en el ejercicio del cargo de tres 
(3) a dieciocho (18) meses e inhabilidad espe-
cial por el mismo término para las faltas graves 
dolosas.

(…)
Artículos 50 al 52. (Iguales a los aprobados por 

la Comisión).
Artículo 53. Igual al aprobado por la Comisión, 

excepto el numeral 5 que quedará así:
(…)
5. Ocasionar, mediante violencia u otros actos 

coactivos, que una persona o un grupo de ellas se 
desplace de su hogar o de su lugar de residencia, o 
abandone sus actividades económicas habituales.

(…)
Artículos 54 y 55. (Iguales a los aprobados por 

la Comisión).
El artículo 56 quedará así:
Artículo 56. Faltas relacionadas con el servi-

cio o la función pública.
-

ministrativo positivo.
2. Violar la reserva de la investigación y de las 

demás actuaciones sometidas a la misma restric-
ción.

3. Consumir, en el sitio de trabajo o en lugares 
públicos, sustancias prohibidas que produzcan de-
pendencia física o síquica, asistir al trabajo en tres 
o más ocasiones en estado de embriaguez o bajo el 
efecto de estupefacientes. Cuando la conducta no 
fuere reiterada conforme a la modalidad señalada, 

4. Adquirir directamente o por interpuesta per-
sona bienes que deban ser enajenados en razón de 
las funciones de su cargo, o hacer gestiones para 
que otros los adquieran.

5. No resolver la consulta sobre la suspensión 
provisional en los términos de ley.

6. Suministrar datos inexactos o documenta-
ción con contenidos que no correspondan a la rea-
lidad u omitir información que tenga incidencia en 
su vinculación o permanencia en el cargo o en la 
carrera, o en las promociones o ascensos o para 

7. Omitir, alterar o suprimir la anotación en el 
registro de antecedentes, de las sanciones o causas 
de inhabilidad que, de acuerdo con la ley, las au-
toridades competentes informen a la Procuraduría 
General de la Nación, o hacer la anotación tardía-
mente.

8. Ejercer funciones propias del cargo público 
desempeñado, o cumplir otras en cargo diferente, 
a sabiendas de la existencia de decisión judicial o 
administrativa, de carácter cautelar o provisional, 
de suspensión en el ejercicio de las mismas. 

9. Ejercer las potestades que su empleo o fun-

prevista en la norma otorgante.
-

mática en la sustanciación y fallo de los asuntos 
asignados. Se entiende por mora sistemática el in-
cumplimiento por parte de un servidor público de 
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en la sustanciación de los asuntos a él asignados, 
en una proporción que represente el veinte por 
ciento (20%) de su carga laboral.

11. Las demás conductas que en la Constitución 
o en la ley hayan sido previstas con sanción de re-
moción o destitución, o como causales de mala 
conducta. 

Artículos 57 al 62. (Iguales a los aprobados por 
la Comisión).

Artículo 63. Igual al aprobado por la Comisión 
y tendrá un numeral adicional.

(…)
10. Sin perjuicio de la adopción de las medidas 

previstas en la Ley 1010 de 2006, cometer, directa 
o indirectamente, con ocasión de sus funciones o 
excediéndose en el ejercicio de ellas, acto arbitra-

haya denunciado hechos de corrupción.
(…)
Artículos 64 al 68. (Iguales a los aprobados por 

la Comisión).
El artículo 69 quedará así:
Artículo 69. Preservación del orden interno. 

Cuando se trate de hechos que contraríen en me-
nor grado el orden administrativo al interior de 
cada dependencia sin afectar sustancialmente los 
deberes funcionales, el jefe inmediato adoptará las 
medidas correctivas pertinentes sin necesidad de 
acudir a formalismo procesal alguno. Dichas me-
didas no generarán antecedente disciplinario.

Artículos 70 al 73. (Iguales a los aprobados por 
la Comisión).

El artículo 74 quedará así:
Artículo 74. Sanción. Los particulares destina-

tarios de la ley disciplinaria estarán sometidos a 
las siguientes sanciones principales: 

Multa de 10 a 100 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes al momento de la comisión del he-
cho y, concurrentemente, inhabilidad para ejercer 
empleo público, función pública, prestar servicios 
a cargo del Estado, o contratar con este de uno a 
veinte años. Cuando la conducta disciplinable im-
plique detrimento del patrimonio público, la san-
ción patrimonial será igual al doble del detrimento 
patrimonial sufrido por el Estado.

Cuando la prestación del servicio sea perma-
nente y la vinculación provenga de nombramiento 

años. 
Artículos 75 al 93. (Textos iguales a los apro-

bados en la Comisión).
El parágrafo 2°, del artículo 94, del texto apro-

bado en la Comisión, quedará así:
Artículo 94. Igual al aprobado por la Comisión, 

excepto el parágrafo 2°, que quedará así:
(…)

alto nivel la conformada por servidores públicos 
mínimo del nivel profesional con formación jurí-

control disciplinario interno, quien deberá ser abo-
gado, pertenecerá al nivel directivo de la entidad. 

Artículo 95. (Igual al aprobado en la Comi-
sión).

El artículo 96 quedará así:
Artículo 96. Competencia de la Procuraduría 

General de la Nación y las Personerías. Los pro-
cesos disciplinarios que adelante la Procuraduría 
General de la Nación y las personerías distritales y 
municipales se tramitarán de conformidad con las 
competencias establecidas en la ley que determina 
su estructura y funcionamiento y resoluciones que 
la desarrollen, con observancia del procedimiento 
establecido en este Código. 

Artículos 97 al 106. (Iguales a los aprobados 
por la Comisión).

El artículo 107 quedará así:
Artículo 107. Recusaciones. Cualquiera de los 

sujetos procesales podrá recusar al servidor públi-
co que conozca de la actuación disciplinaria, con 

de esta ley. Al escrito de recusación acompañará la 
prueba en que se funde. 

Artículos 108 al 137. (Iguales a los aprobados 
por la Comisión).

El artículo 138 quedará así:
Artículo 138. Trámite del recurso de queja. 

Dentro del término de ejecutoria de la decisión que 
niega el recurso de apelación, se podrá interponer 
y sustentar el recurso de queja. Si no se hiciere 
oportunamente, se rechazará. 

Dentro de los dos (2) días siguientes al venci-
miento del término anterior, el funcionario compe-
tente enviará al superior funcional las copias perti-
nentes, para que decida el recurso. 

El costo de las copias estará a cargo del impug-
nante. Si quien conoce del recurso de queja nece-
sitare copia de otras actuaciones procesales, orde-
nará al competente que las remita a la brevedad 
posible. Si decide que el recurso debe concederse, 
lo hará en el efecto que corresponda.

Artículos 139 al 165. (Iguales a los aprobados 
por la Comisión).

El artículo 166 quedará así:
Artículo 166. Testigo renuente. Cuando el testi-

go citado se muestre renuente a comparecer, podrá 
imponérsele multa hasta el equivalente a cincuenta 
salarios mínimos diarios vigentes en la época de 
ocurrencia del hecho, a favor del Tesoro Nacional, 

comparecencia, dentro de los tres (3) días siguien-
tes a la fecha señalada para la declaración.

La multa se impondrá mediante decisión moti-
vada, contra la cual procede recurso de reposición. 

Impuesta la multa, el testigo seguirá obligado a 

fecha. 
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Si la investigación cursa en la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, podrá disponerse la conduc-
ción del testigo por las fuerzas de policía, siempre 
que se trate de situaciones de urgencia y que re-
sulte necesario para evitar la pérdida de la prueba. 
La conducción no puede implicar la privación de 
la libertad. 

Esta norma no se aplicará a quien esté excep-
tuado constitucional o legalmente del deber de de-
clarar.

Parágrafo. El procedimiento para aplicar la 
multa será el establecido para el quejoso temera-
rio, contenido en el artículo 211 de este Código.

Artículos 167 al 185. (Iguales a los aprobados 
por la Comisión).

El artículo 186 quedará así:
Artículo 186. Procedencia. Para la individua-

lización de autores y su posterior vinculación o la 
-

o a petición de parte, inspección disciplinaria que 
podrá recaer sobre cosas, lugares, bienes y otros 
efectos materiales, de la cual se extenderá acta 
en la que se describirán los elementos relevantes 
encontrados y se consignarán las manifestaciones 
que hagan las personas que intervengan en la dili-
gencia.

Durante la diligencia el funcionario comisiona-
do podrá recibir dentro de ella los testimonios úti-
les al proceso de quienes estén presentes o puedan 
comparecer inmediatamente en el lugar de su rea-
lización, los que se recogerán en formulario distin-
to al acta de inspección. Los elementos probato-
rios útiles se recogerán y conservarán teniendo en 
cuenta los procedimientos de cadena de custodia. 

Artículos 187 al 196. (Iguales a los aprobados 
por la Comisión).

El artículo 197 quedará así:
Artículo 197. Elementos. Todo indicio ha de 

basarse en la experiencia y supone un hecho indi-

la existencia de otro hecho.
Artículos 198 al 206. (Iguales a los aprobados 

por la Comisión).
El artículo 207 quedará así:
Artículo 207. Atribuciones de Policía Judicial. 

del artículo 277 de la Constitución Política, para 
el cumplimiento de sus funciones, la Procuraduría 
General de la Nación tiene atribuciones de Policía 
Judicial. En desarrollo de esta facultad, el Procu-
rador General y el Director Nacional de Investi-
gaciones Especiales podrán proferir las decisiones 
correspondientes. 

El Procurador General de la Nación podrá de-
legar en cualquier funcionario de la Procuraduría, 
en casos especiales, el ejercicio de atribuciones de 
Policía Judicial, así como la facultad de interponer 
las acciones que considere necesarias. Quien hu-
biere sido delegado podrá proferir las decisiones 

que se requieran para el aseguramiento y la prácti-
ca de pruebas dentro del proceso disciplinario. 

De conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 116 de la Constitución Política, para efecto del 
ejercicio de las funciones de Policía Judicial esta-

-
curador General de la Nación tendrá atribuciones 
jurisdiccionales, en desarrollo de las cuales podrá 
dictar las providencias necesarias para el asegura-
miento y práctica de pruebas en el trámite proce-
sal. 

En el proceso que se adelante por las faltas dis-
ciplinarias catalogadas como gravísimas, cometi-
das por los servidores públicos determinados en el 
artículo 174 de la Constitución Política de Colom-
bia, el Procurador General de la Nación por sí, o 
por medio de comisionado, tendrá a su cargo las 
funciones de Policía Judicial. 

El artículo 208 quedará así:
Artículo 208. Intangibilidad de las garantías 

constitucionales. Las actuaciones que se realicen 
en ejercicio de las atribuciones de Policía Judicial 
lo serán con estricto respeto de las garantías cons-
titucionales y legales. 

Artículos 209 al 271. (Iguales a los aprobados 
por la Comisión).

Atentamente,

De conformidad con el inciso 2° del artículo 
165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publica-
ción del presente informe.
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